Objeciones Presidenciales 
OBJECIONES PRESIDENCIALES AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 006 DE 2011 CÁMARA, 096 DE 2011 SENADO 
por medio de la cual se establecen los lineamientos para la formulación de la política pública social para habitantes de la calle y se adoptan otras disposiciones. 
Bogotá, D. C., 30 de julio de 2012 
Doctor 

AUGUSTO POSADA SÁNCHEZ 

Presidente 

HONORABLE CÁMARA DE REPRESENTANTES 

Ciudad 
Asunto: Proyecto de ley número 006 de 2011 Cámara, 096 de 2011 Senado, por medio de la cual se establecen los lineamientos para la formulación de la política pública social para habitantes de la calle y se adoptan otras disposiciones. 

Respetado Señor Presidente: 
En atención a la comunicación remitida por la Secretaría General de esa honorable Corporación y mediante la cual se envía el proyecto de la referencia, me permito devolver por razones de inconstitucionalidad la mencionada iniciativa parlamentaria. 
RAZONES DE LA OBJECIÓN POR INCONSTITUCIONALIDAD 
1. De la creación de un nuevo órgano en la estructura de la administración nacional Advierte textualmente el parágrafo del artículo 7° del proyecto, relacionado con las fases de la política pública social para los habitantes de la calle: 

Parágrafo. Créase el Sistema Nacional para la Atención Integral de los Habitantes de la Calle, como órgano adscrito al Ministerio de Salud o a quien haga sus veces, que definirá el conjunto de instancias y procesos de desarrollo institucional y comunitario, que a través de los mecanismos de planificación, ejecución, seguimiento y control social, arti​culados entre sí, facilitan la prevención, atención integral, rehabilitación e inclusión social de las personas habitantes de la calle, según los principios que regulan las actuaciones administrativas para el cumplimiento de los fines del Estado previstos en la Constitución Política de Colombia, las leyes y demás disposiciones reglamentarias. 
(Resaltado fuera de texto). 

El parágrafo transcrito introduce una nueva entidad adscrita al Ministerio de Salud de la Protección Social, el denominado Sistema Nacional para la Atención Integral de los Habitantes de la Calle. No obstante, de acuerdo con el artículo 154 de la Constitución Po​lítica, en concordancia con el artículo 150, numeral 7 de la misma, dentro de las materias reservadas a la iniciativa del Gobierno se encuentran precisamente las leyes que tienen que ver con la determinación de la estructura de la administración nacional. 

En este sentido, la jurisprudencia constitucional ha señalado que determinar la estructura de la administración es no sólo crear los grandes elementos que la integran, sino además, establecer su disposición dentro del órgano del que son parte, lo mismo que regular sus mecanismos para el cumplimiento de su tarea y señalar de modo general sus funciones.
Sobre el particular, la Corte Constitucional, al revisar las objeciones formuladas a los artículos 1° y 2° del Proyecto de ley número 78 de 2001 - Senado de la República, 161 de 2001 -Cámara de Representantes, “por la cual se transforma la naturaleza jurídica de la Universidad Militar Nueva Granada”, indicó: 

“Para la Corte la exigencia de iniciativa del Gobierno en relación con la estructura de la administración nacional es reflejo del principio de la colaboración armónica entre los distintos órganos del poder (C.P. inc. 2° del artículo 113) al tiempo que es consecuente con la función que cumple el Gobierno Nacional en el manejo de la administración pública, así como en el diseño y ejecución de las políticas referentes a la organización y el tamaño de la estructura del Estado (artículo 115 y 189 de la C.P.). En sentido puede afirmarse que la iniciativa exclusiva del Ejecutivo en las leyes sobre estructura de la administración nacional, le permite a este proponer las medidas que en esta materia juzgue conducentes en orden a asegurar la prestación eficiente de los servicios públicos y el desempeño diligente y eficiente de la función pública por parte de los organismos o entidades administrativas.” . 
Es claro que las leyes a que se refiere el numeral 7 del artículo 150 de la Constitución que sean aprobadas por el Congreso de la República sin haber contado con la iniciativa del Gobierno se encuentran viciadas de inconstitucionalidad y pueden, en consecuencia, ser retiradas del ordenamiento jurídico por la Corte Constitucional bien mediante la acción de inexequibilidad ejercida dentro del año siguiente a la publicación del acto –ya que se trata de un vicio de forma–, o bien cuando como en el presente caso al ejercer el control previo de constitucionalidad por virtud de las objeciones presidenciales se llegue a determinar el incumplimiento de la exigencia contenida en el artículo 154 Superior. 
La jurisprudencia ha considerado que la iniciativa legislativa en cabeza del Gobierno Nacional no consiste únicamente en la presentación inicial de propuestas ante el Congreso de la República en los asuntos enunciados en el artículo 154 de la Carta, sino que también comprende la expresión del consentimiento o aquiescencia que el Ejecutivo imparte a los proyectos que, en relación con esas mismas materias, se estén tramitando en el órgano legislativo
.. 
Adicionalmente, respecto a las consecuencias de la pretermisión de la iniciativa guber​namental, la Alta Corporación ha afirmado: 

“La Corte ha declarado la inexequibilidad de disposiciones en virtud de las cuales el Congreso, sin contar con la iniciativa del gobierno o su aval en el trámite legislativo. (i) ha creado entidades del orden nacional, (ii) ha modificado la naturaleza de una entidad previamente creada; (iii) ha atribuido a un ministerio nuevas funciones públicas ajenas al ámbito normal de sus funciones; (iv) ha trasladado una entidad del sector central al des​centralizado o viceversa; (v) ha dotado de autonomía a una entidad vinculada o adscrita a algún ministerio o ha modificado su adscripción o vinculación; o (vi) ha ordenado la desaparición de una entidad de la administración central. Para la Corte, tales disposiciones modifican la estructura de la administración central y su constitucionalidad depende de que haya habido la iniciativa o el aval gubernamental.
 
De esta suerte, al revisar el trámite surtido, se observa que el Ministerio de Salud y de la Protección Social no presentó la iniciativa sub exámine ni dio su aval a la misma, por lo que el proyecto, en ese aspecto, resulta inconstitucional. 

Adicionalmente, el Gobierno Nacional considera que el parágrafo objetado desconoce lo previsto en el artículo 150-7 C.P., puesto que se crea una entidad perteneciente a la ad​ministración nacional, sin que el legislador definiera su estructura orgánica. 

En efecto, si bien al legislador le asiste la potestad de configuración de la estructura de la administración nacional no es menos cierto que tal discrecionalidad no puede implicar la omisión en la determinación de las características de la entidad que emerge; así, al dar origen al nuevo ente adscrito al Ministerio de Salud y de la Protección Social llama la atención la ausencia de los elementos atinentes a la naturaleza jurídica de la entidad, grado de autonomía, patrimonio y demás aspectos propios de la estructura del nuevo ente Sistema Nacional para la Atención Integral de los Habitantes de la Calle. 

La falta de las características en los órganos que se crean también ha sido objeto de censura por parte de la Corte Constitucional
: 

“…la facultad parlamentaria de creación de organismos del orden nacional posee na​turaleza compleja, pues no sólo prevé la simple potestad de constitución, sino que también incorpora la definición de la naturaleza jurídica de la entidad correspondiente, su estructura orgánica, la ubicación del ente en la estructura administrativa del Estado, al igual que sus objetivos y funciones, entre los aspectos más sobresalientes. Estas condiciones, además, se explican a partir de la necesidad que la definición de la estructura de la administración nacional y de los organismos que la conforman esté precedida de un debate democrático suficiente, premisa que sustenta el hecho que la creación de organismos del orden nacional sea materia de reserva de ley. 
(…) 

De la misma forma, la doctrina constitucional recopilada en la sentencia C784/04 advierte que la noción de estructura orgánica provista en el artículo 150-7 C.P. encuentra desarrollo legislativo expreso en el artículo 50 de la Ley 489 de 1998. Según este precepto, la ley que disponga la creación de un organismo o entidad administrativa deberá determinar sus objetivos y estructura orgánica, así como el soporte presupuestal de conformidad con los lineamientos fiscales del Ministerio de Hacienda. Adicionalmente, el precepto dispone que la estructura orgánica de la entidad administrativa comprende su denominación; su naturaleza jurídica y el consiguiente régimen jurídico; su sede; la integración de su patri​monio; el señalamiento de los órganos superiores de dirección y administración y la forma de integración y designación de sus titulares; y el Ministerio o Departamento Administrativo al cual estarán adscritos a vinculados.

(…) 
Finalmente, la jurisprudencia de esta Corporación también ha dispuesto que el con​tenido y alcance de la competencia legislativa para la creación y establecimiento de la estructura orgánica de una entidad administrativa coincide ‘plenamente con el criterio orgánico, en el sentido de que dicha facultad incluye además de la determinación de los órganos de administración y dirección, la definición de los regímenes jurídico, patrimonial y laboral de los funcionarios y empleados de la respectiva entidad’. Desde esa perspectiva, la misma doctrina considera que ‘dentro de los parámetros constitucionales, el deslinde de competencias corresponde al legislador, en ejercicio de su potestad de configuración, puesto que, al establecer la estructura orgánica de las entidades que cree, puede hacerlo con mayor o menor detalle, y lo mismo acontece respecto del señalamiento de las respec​tivas competencias.’”. 
2. Otras innovaciones en la estructura de la administración nacional 
El artículo 9° del proyecto de ley prescribe: 

“Artículo 9°. Servicios sociales “... el Ministerio de Salud, o quien haga sus veces, y los entes territoriales, diseñarán e implementarán los servicios sociales para las personas habitantes de la calle...”. 
(Resaltado fuera de texto). 

Al respecto, la Corte Constitucional en la Sentencia C-889 de 2006
 consideró, frente a unas funciones que se asignaban a los Ministerios de Educación y Salud, lo siguiente: 

“Las funciones establecidas en los artículos 14, 16 y 19 del proyecto, modifican la administración central, y por lo tanto requerían de iniciativa o aval gubernamental. 
Según lo que establece el artículo 14 del proyecto de ley, el Consejo Nacional del Ta​lento Humano en Salud establecerá y mantendrá actualizados los criterios de calidad con los cuales serán evaluadas las prácticas formativas del área de la salud de los hospitales universitarios. Tales criterios, se integrarán a las normas, procesos y procedimientos es​tablecidos por el Ministerio de Educación Nacional. 
El empleo de las expresiones ‘establecer’, y ‘mantener actualizados’, va más allá de la función meramente asesora y consultiva del Consejo Nacional de Talento Humano en Salud, ya que implica la adopción de un criterio de obligatoria aplicación para el Ministerio de Educación Nacional al momento de evaluar las prácticas formativas en los hospitales universitarios, como quiera que tales criterios deben ser integrados a las normas, procesos y procedimientos que aplique este Ministerio para el registro calificado de los programas de formación del área de salud. Por ello, esta disposición modifica funciones propias del Ministerio de Educación Nacional, y constituye una transformación de la estructura de la administración nacional para la que se requería de la iniciativa o el aval del gobierno. 
Por su parte, el inciso 2° del artículo 16 del proyecto establece que el Ministerio de Educación Nacional deberá articular con el Consejo Nacional de Talento Humano en Salud, la promoción de la creación de programas de educación del área de salud teniendo en cuenta las necesidades del país. El lenguaje empleado en el inciso segundo de esta disposición, no es compatible con las funciones consultivas y asesoras asignadas por el proyecto al Consejo Nacional de Talento Humano en Salud. La expresión ‘articular’, im​plica, entre otras cosas, la coordinación de esfuerzos, la ejecución conjunta de acciones y la concertación de posiciones enfrentadas, que nada tienen que ver con la elaboración de recomendaciones sobre la necesidad del país en materia de formación en el área de la salud y que en este caso, por el contrario, recaen en el ámbito de funciones propias del Ministerio de Educación Nacional. Por ello, esta disposición modifica las funciones de este ministerio, y constituye una transformación de la estructura de la administración nacional para la que se requería de la iniciativa o el aval del gobierno. 
Finalmente, el inciso segundo del artículo 19 del proyecto señala que el Consejo Na​cional de Talento Humano en Salud definirá las diferentes actividades funcionales de apoyo y complementación a la atención en salud en materia de medicina y terapias alternativas que podrán ser ejercidas por las ocupaciones del área de la salud. El empleo de la expre​sión ‘definir’, implica la adopción de una decisión que tendrá impacto en el ejercicio de ciertas ocupaciones del área de la salud. Por lo tanto, la función definida en este inciso, no es compatible con las funciones consultivas y asesoras que se supone debe cumplir el Consejo Nacional de Talento Humano en Salud, y que por el contrario, invade la órbita de funciones propias del Ministerio de la Protección Social. Con ello, se estarían modifi​cando las funciones de este ministerio, y transformando la estructura de la administración nacional, para la que se requería de la iniciativa o el aval del gobierno. 
Por lo anterior, la Corte Constitucional declarará que las objeciones a los artículos 14, 16, inciso segundo y 19, inciso 2° del proyecto son fundadas, como quiera que no contaron con la iniciativa ni el aval del gobierno, tal como lo exigen los artículos 154 y 150, numeral 7 Superiores”. 
La anterior sentencia ratifica lo precisado frente al artículo 7° y al que ahora se analiza pues según la Alta Corporación esta clase de iniciativas deben contar con el aval del gobierno. 
3. Límites temporales al ejercicio de la potestad reglamentaria 
El artículo 13 del proyecto establece: 

“Artículo 13. Reglamentación. El Gobierno Nacional, en cabeza del Ministerio de Salud o quien haga sus veces, expedirá la reglamentación de la presente ley en un término no mayor a ocho (8) meses a partir de la entrada en vigencia de la ley”. 
Esta clase de cláusulas han sido consideradas contrarias a nuestro ordenamiento. En efecto, en cuanto al límite en el tiempo de la facultad reglamentaria, de la misma forma ha indicado la Corte Constitucional: 

“Respecto del primer tópico, debe la Sala recordar cómo la jurisprudencia constitucional ha insistido en que someter la potestad reglamentaria a una limitación de orden temporal significa desconocer lo establecido en el artículo 189 numeral 11, superior
. Según lo previsto en el referido precepto constitucional, la potestad reglamentaria no solo radica en

cabeza del Presidente de la República como suprema autoridad administrativa sino que el Presidente conserva dicha potestad durante todo el tiempo de vigencia de la ley con el fin de asegurar su cumplida ejecución. En otras palabras: el legislador no puede someter a ningún plazo el ejercicio de la potestad reglamentaria. Al haber sujetado el artículo 19 el ejercicio de tal potestad a un plazo, incurrió en una práctica que contradice lo dispuesto por el artículo 189 numeral 11 de la Constitución Nacional, motivo por el cual la Sala declarará inexequible el siguiente aparte del artículo 19 de la Ley 1101 de 2006: ‘en un plazo no superior a seis (6) meses contados a partir de su entrada en vigencia’”.
 
Se insiste, en consecuencia, que por la naturaleza de la facultad reglamentaria, la misma no es susceptible de esta clase de restricciones. 

Reiteramos a los honorables Congresistas nuestros sentimientos de consideración y respeto. 

Cordialmente, 

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN 

La Ministra de Salud y Protección Social, 

Beatriz Londoño Soto. 
Bogotá, D. C., l9 de julio de 2012 

S.G.2- 1521/2012 
Doctor 

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN 

Presidente de la República 

Bogotá, D. C. 

Excelentísimo señor Presidente: 

Por instrucciones del señor Presidente de esta Corporación, doctor Simón Gaviria Muñoz y en cumplimiento a lo ordenado en los artículos 157 numeral 4, 165 y 166 de la Constitución Política y 196 de la Ley 5ª de 1992, comedidamente me permito remitir el Proyecto de ley número 006 de 2011 Cámara, 096 de 2011 Senado, por medio de la cual se establecen los lineamientos para la formulación de la política pública social para habitantes de la calle y se adoptan otras disposiciones. 

El proyecto de ley en mención fue debatido y aprobado por el Congreso de la República en las siguientes fechas:
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Cordialmente, 
Secretario General, 
Jesús Alfonso Rodríguez Camargo. 
nexo: Expediente Legislativo y dos (2) textos de Ley. (292 folios). 
LEY … 
por la cual se establecen los lineamientos para la formulación de la política pública social para habitantes de la calle y se dictan otras disposiciones. 
El Congreso de Colombia 

DECRETA: 
Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto establecer los lineamientos gene​rales para la formulación de la Política Pública Social para Habitantes de la Calle dirigidos a garantizar, promocionar, proteger y restablecer los derechos de estas personas, con el propósito de lograr su atención integral, rehabilitación e inclusión social. 
Artículo 2°. Definiciones. Para la aplicación de la presente ley se tendrán en cuenta las siguientes definiciones: 
a) Política Pública Social para Habitantes de la Calle: Constituye el conjunto de principios, lineamientos, estrategias, mecanismos y herramientas que orientarán las acciones del Estado colombiano en la búsqueda de garantizar, promover, proteger y restablecer los derechos de las personas habitantes de la calle, con el propósito de lograr su rehabilitación y su inclusión social; 

b) Habitante de la Calle: Persona sin distinción de sexo, raza o edad, que hace de la calle su lugar de habitación, ya sea de forma permanente o transitoria y, que ha roto vínculos con su entorno familiar; 

c) Habitabilidad en Calle: Hace referencia a las sinergias relacionales entre los habi​tantes de la calle y la ciudadanía en general; incluye la lectura de factores causales tanto estructurales como individuales; 

d) Calle: Lugar que los Habitantes de la Calle toman como su residencia habitual y que no cumple con la totalidad de los elementos para solventar las necesidades básicas de un ser humano. 
Artículo 3°. Campo de aplicación de la Política Pública Social para Habitantes de la Calle. La Política Pública Social para Habitantes de la Calle es de obligatorio cumplimiento para todas las instituciones del Estado colombiano, según el marco de competencias esta​blecidas en la Constitución Política y las leyes que regulan la materia, en cada uno de los niveles de la Administración Pública. 

La formulación e implementación de esta política se hará con fundamento en los prin​cipios constitucionales de coordinación, concurrencia y subsidiariedad entre los diferentes niveles de la Administración Pública. 

Artículo 4°. Caracterización demográfica y socioeconómica de las personas Habitantes de la Calle. El Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE), adelantará, conjuntamente con el personal capacitado con el que cuenten los departamentos, distritos y municipios, la caracterización demográfica y socioeconómica de las personas habitantes de la calle, con el fin de establecer una línea base para construir los parámetros de intervención social en la formulación, implementación, seguimiento y evaluación del impacto de esta Política Pública Social. 

Esta caracterización deberá efectuarse mediante la aplicación de instrumentos cualita​tivos y cuantitativos, y con la misma periodicidad con la que se efectúa el Censo General de Población por parte del Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE), en todo caso tendrá en cuenta los recursos disponibles en el marco de gasto de mediano plazo. 
Artículo 5°. Principios de la Política Pública Social para Habitantes de la Calle. La Política Pública Social para Habitantes de la Calle se fundamentará en el respeto y la garantía de los derechos y libertades consagrados en la Constitución Política, el enfoque diferencial por ciclo vital, priorizando niños, niñas y adolescentes y, de manera especial, en los principios de: 

a) Dignidad Humana; 

b) Autonomía Personal; 

c) Participación Social; 

d) Solidaridad; 

e) Coordinación, concurrencia y subsidiariedad entre los diferentes niveles de la Ad​ministración Pública. 

Parágrafo. Con el apoyo del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), se prio​rizará la atención de niños, niñas y adolescentes en estado de indefensión y vulnerabilidad manifiesta para su oportuna y temprana rehabilitación e inserción en la sociedad, a través de su capacitación y posterior vinculación en el sistema productivo social. 
Artículo 6°. Construcción e identificación del abordaje de la habitabilidad en calle. El Gobierno Nacional y las entidades territoriales adelantarán, dependiendo de su competencia, un debate abierto y participativo con todos los sectores de la sociedad, para la identifica​ción y construcción del abordaje de la habitabilidad en calle, incluida la participación de representantes de este sector de la población. 

La formulación de la Política Pública Social para Habitantes de la Calle, se sustentará en la construcción e identificación de abordaje de la habitabilidad de calle, a partir de la caracterización demográfica y socioeconómica prevista en la presente ley. 

Artículo 7°. Fases de la Política Pública Social para Habitantes de la Calle. La Política Pública Social para Habitantes de la Calle tendrá las siguientes fases: 

a) Formulación: En esta fase se precisará y delimitará las situaciones relacionadas con los Habitantes de la Calle, que incluirá el levantamiento de la línea de base; la caracteri​zación sociodemográfica de la población de referencia; delimitación por ciudades de las áreas con mayor concentración de habitantes de la calle; identificación de actores sociales e institucionales que intervienen en la situación; creación de espacios de reflexión sobre la situación en la que intervendrán los diferentes actores comprometidos en ella; definición de prioridades y lineamientos estratégicos de acción. Todo ello conducirá a la formulación del Plan Nacional de Atención Integral a Personas Habitantes de la Calle; 

b) Implementación: Esta fase consiste en la puesta en marcha de los programas y proyectos formulados en el Plan Nacional de Atención de los Habitantes de la Calle; 

c) Seguimiento y Evaluación de Impacto: Dentro del Plan Nacional de Atención Integral a los Habitantes de la Calle se dispondrá un Sistema de Seguimiento y Evaluación de Impacto que garantice el cumplimiento de los objetivos de los distintos programas y proyectos y las metas trazadas. El sistema medirá los impactos de la implementación de la Política Pública para Habitantes de la Calle. 
Parágrafo. Créase el Sistema Nacional para la Atención Integral de los Habitantes de la Calle, como órgano adscrito al Ministerio de Salud o a quien haga sus veces, que definirá el conjunto de instancias y procesos de desarrollo institucional y comunitario, que a través de los mecanismos de planificación, ejecución, seguimiento y control social, articulados entre sí, facilitan la prevención, atención integral, rehabilitación e inclusión social de las personas habitantes de calle, según los principios que regulan las actuaciones administrativas para el cumplimiento de los fines del Estado previstos en la Constitución Política de Colombia, las leyes y demás disposiciones reglamentarias. 
Artículo 8°. Componentes de Política Pública. Son componentes de la Política Pública, entre otros, los siguientes: 

a) Atención Integral en Salud; 

b) Desarrollo Humano Integral; 

c) Movilización Ciudadana y Redes de Apoyo Social; 

d) Responsabilidad Social Empresarial; 

e) Formación para el Trabajo y la Generación de Ingresos; 

f) Convivencia Ciudadana. 
Artículo 9°. Servicios Sociales. Para la formulación e implementación de la Política Pública Social para Habitantes de la Calle, el Ministerio de Salud, o quien haga sus veces, tendrá en cuenta lo establecido en el artículo 4° de la presente ley. El Ministerio de Salud, o quien haga sus veces, y los entes territoriales, diseñarán e implementarán los servicios sociales para las personas habitantes de calle a través de programas piloto o por medio de la réplica de experiencias exitosas para el abordaje de habitabilidad en calle provenientes de otros entes territoriales. 
Parágrafo. Los servicios contemplados en salud serán amparados y cobijados con lo ya existente en el Plan Obligatorio de Salud. 
Artículo 10. Focalización de los Servicios Sociales. Las personas Habitantes de la Calle se incluirán dentro del proceso de focalización de los servicios sociales, establecido en los artículos 366 de la Constitución Política y 24 de la Ley 1176 de 2007. 

El Conpes Social y el Departamento Nacional de Planeación deberán tener en cuenta a esta población, para los fines pertinentes y dentro de sus competencias, de acuerdo con el artículo 24 de la Ley 1176 de 2007.

Las entidades territoriales deberán incluir a las personas habitantes de la calle dentro del proceso de focalización de los servicios sociales. Lo anterior, permitirá el acceso a los pro​gramas, subsidios y servicios sociales del Gobierno Nacional y de las entidades territoriales. 

Artículo 11. Corresponsabilidad. La Política Pública Social para Habitantes de la Calle y los Servicios Sociales deberán generar estrategias, mecanismos y acciones de corresponsabi​lidad entre la sociedad, la familia y el Estado para disminuir la tasa de habitabilidad en calle. 
Artículo 12. Vigilancia. Las Personerías Municipales y Distritales, con el apoyo de la Defensoría del Pueblo, ejercerán la vigilancia del cumplimiento a lo ordenado en la presente ley. La Procuraduría General de la Nación y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, en lo que corresponda, presentarán un informe anual a las Comisiones Séptimas Constitucionales Permanentes de Senado y Cámara de Representantes, las cuales sesionarán de manera conjunta para tal efecto, sobre la implementación de la Política Pública Social para Habitantes de la Calle. 
Artículo 13. Reglamentación. El Gobierno Nacional, en cabeza del Ministerio de Salud o quien haga sus veces, expedirá la reglamentación de la presente ley en un término no mayor a ocho (8) meses a partir de la entrada en vigencia de la ley. 
Artículo 14. Vigencia. Esta ley rige a partir de su promulgación y deroga todas las normas que le sean contrarias. 
El Presidente del honorable Senado de la República, 
Juan Manuel Corzo Román. 
El Secretario General del honorable Senado de la República, 
Emilio Ramón Otero Dajud. 
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes 
Simón Gaviria Muñoz. 
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes, 
Jesús Alfonso Rodríguez Camargo.
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